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EL ESPECTADOR / JUEVES 18 DE SEPTIEMBRE DE 2025 

Fiscalía archivó caso contra Ricardo Roa, presidente de Ecopetrol 
La Fiscalía General de la Nación decidió 

archivar la investigación que se adelantaba 
en contra del presidente de Ecopetrol, 
Ricardo Roa, y otros funcionarios, por 
presuntas irregularidades en la contratación 
del transporte aéreo para la operación y 
uso de la compañía. La denuncia había sido 
presentada por la empresa Helicópteros 

Nacionales de Colombia (Helicol). 
Según mencionó el ente investigador, 

en la denuncia contra Ecopetrol y tres de 
sus filiales se advierte "la ausencia integral 
del elemento de la acción en los delitos de 
concierto para delinquir, interés indebido 
en la celebración de contratos y acuerdos 
restrictivos de la competencia que permitan 

seguir adelante con la investigación". 
En el documento de archivo, la Fiscalía 

argumentó: "No hay razón jurídica, fáctica, 
probatoria ni dogmática alguna por la cual 
se deba mantener esta noticia criminal". 
Además, descartó la existencia de pruebas 
que demostraran un acuerdo ilegal 
entre los señalados. 

))El vente gador  

agregó que, en caso 
de que aparezcan 
nuevas pruebas del 
caso, la indagación 
a Ricardo Roa se 
podría reabrir. 
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escuchar a la JEP es que no se 
anunció de manera clara en qué 
van a consistir las sanciones que 
se van a imponer a los siete miem-
bros de secretariado y qué va a 
hacer cada uno de los compare-
cientes", señaló la abogada. 

Sobre este delicado asunto, el 
fallo sostiene que hay 46 TOAR 
(Trabajos, Obras o Actividades 
con Contenido Reparador o Res-
taurador) en los que se podrá cum-
plir lo determinado por la JEP: "40 
se encuentran certificados ante la 
Secretaría Ejecutiva de la J EP, seis 
se encuentran en proceso de certi-
ficación y cuatro de estos guardan 
una relación directa con hechos 
del caso 01", detalla el documento. 
Sin embargo, son solo tres las ini-
ciativas priorizadas, por ahora, en 
el papel: la búsqueda de desapa-
recidos en el cementerio de Pal-
mira (Valle del Cauca); la inicia-
tiva "Baldosas por la Memoria", 
en Bogotá; y la realización de un 
circuito de actos restaurativos con 
"relatos dignificantes" en recono-
cimiento a las víctimas del Valle 
del Cauca y Neiva (Huila). 

Frente a esa inquietud, fuen- 

tes de la JEP que participaron en 
la elaboración de la sentencia le 
explicaron a este medio que solo 
fueron priorizados los tres pro-
yectos en los cuales están dadas 
las condiciones, especialmente 
de seguridad, para que los exje-
fes guerrilleros empiecen a cum-
plir las sanciones propias. "Elegi-
mos esos porque ya sabemos que 
ahí hay condiciones de seguridad 
y habitabilidad. Esos son los pri-
meros, pero esperamos que haya 
otros muy pronto", explicaron las 
fuentes. A esto se suma que defi-
nir los proyectos "es complicado", 
pues la JEP ya hizo la tarea de 
administrar justicia, pero el resto 
del aparato estatal debe colaborar 
en el cumplimiento del fallo desde 
lo financiero y lo logístico. 

RestricCiones a la libertad y 
monitoreos 

Otro de los asuntos que generó 
preguntas tras la emisión de la 
sentencia es el monitoreo del cum-
plimiento de las sanciones y de las 
restricciones para el ejercicio de 
derechos y libertades. Si bien en 
el Acuerdo de 2016 quedó estable-
cido que no se condenaría con cár-
cel —como sí sucedió en el caso de 
Justicia y Paz, tras la negociación 
con los paramilitares en 2005—,  

los siete exjefes guerrilleros ten-
drán unas limitaciones de movili-
dad que estarán ligadas a los tiem-
pos y lugares en los que estarán 
participando en el cumplimiento 
de los TOAR. Una de las personas 
que lanzó preguntas al respecto 
fue Juanita Goebertus, directora 
de la División de las Américas de 
la organización Human Rights 
Watch. 

En diálogo con El Especta-
dor, Goebertus señaló que faltan 
lineamientos para definir dónde 
estarán los exguerrilleros y bajo 
qué condiciones: "Hay elementos 
restaurativos como hacer obras y 
trabajos de contenido reparador 
(.) Pero aparte, la sanción en el 
Acuerdo de Paz dice que tiene que 
haber cinco a ocho años de restric-
ción efectiva de la libertad". En 

iiEn total, son 
■■ 4.325 personas 
acreditadas en el país 
como víctimas de 
secuestros cometidos 
por las antiguas Farc. 
Todas hacen parte del 
macrocaso 01. 

efecto, la JEP puso el tema entre 
sus consideraciones. "Un pilar 
esencial de la restricción efec-
tiva es la implementación de tec-
nologías de vigilancia electrónica 
para el seguimiento permanente 
de los comparecientes. La obliga-
ción de usar dispositivos electró-
nicos de monitoreo remoto deriva 
de la exigencia legal de contar con 
mecanismos idóneos de supervi-
sión", se lee en el fallo. 

Sobre ese dispositivo electró-
nico, la sentencia sostiene que se 
trata de un PDA o Asistente Digi-
tal Personal. Al respecto, fuentes 
de la JEP señalaron que: "No es 
un brazalete electrónico, es más 
un GPS que alertará en tiempo 
real dónde están. Ya están listos en 
la Secretaría Ejecutiva de la JEP 
para entregarlos, apenas la sen-
tencia esté en firme". Agregaron 
que son herramientas de alta tec-
nología que permitirán hacer un 
seguimiento permanente: "Nos 
emite alertas inmediatas cuando 
algo no está bien y la JEP está lista 
para responder". Además de este 
monitoreo, el fallo también habla 
de una vigilancia personal en el 
lugar donde se desarrollarán los 
proyectos. 

Según fuentes que participaron 
de la elaboración de la sentencia, 
habrá funcionarios de la JEP, de su 
Operetaría Jurídica y de la Misión 
de Verificación de las Naciones 
Unidas monitoreando los lugares 
en los que estarán los TOAR. "Con 
ellos se va a hacer toda la verifica-
ción de que se cumpla la medida. 
Para cualquier movimiento que 
quieran hacer, tienen que pedir 
permiso ala JEP. No pueden salir 
a ninguna parte sin tener el per-
miso nuestro", contaron las fuen-
tes. Ahorabien, sobre el perímetro 
en el que estarán los sancionados, 
este no quedó explícito en el fallo, 
lo que extrañaron varios exper-
tos en la materia. Sin embargo, 
desde la JEP explicaron que no se 
pudo definir porque puede variar, 
según el proyecto al que sea asig-
nado cada compareciente. 

El conflicto de la participación 
política 

Aunque el Acuerdo de Paz dejó 
claro que en un conflicto de natu-
raleza política, como fue descrito 
el caso con las Farc, restringir la 
participación democrática sería 
una contradicción, la sentencia de 
la JEP puso esa discusión sobre la 
mesa. Al igual que ocurrirá con los 
perímetros en los que estarán los 
sancionados, las condiciones de 
su ejercicio político se ajustarán 
a medida que avance el cumpli-
miento de la sanción. Un tema que 
ha sido duramente criticado por  

varias víctimas, como Sigifredo 
López, exdiputado del Valle del 
Cauca. El político, quien estuvo 
secuestrado durante siete años, 
en una conversación reciente 
con El Espectador, rechazó que 
los exmiembros del secretariado 
estén en escenarios como el Con-
greso de la República. 

Juanita Goebertus hizo eco de 
lo que dice el Acuerdo de 2016, el 
derrotero para la creación de la 
JEP y para el camino hacia las sen-
tencias restaurativas: "La lógica 
del Acuerdo de Paz puede trans-
formar un grupo armado en un 
partido político; es decir, lo que 
típicamente se conoce en la doc-
trina internacional de procesos 
de paz como dejar las balas y cam-
biarlas por votos". Pero cuestionó 
que en la sentencia no queda claro, 
por ejemplo, si en caso de que uno 
de los sancionados sea elegido 
congresista en los comicios de 
2026, podría ejercer su rol político 
desde el Senado o la Cámara de 
Representantes, o si justo después 
de la sentencia, por la restricción 
de derechos y libertades, pierde el 
derecho a elegir y ser elegido. 

Al respecto, el fallo dice que no 
solo los cargos de elección popu-
lar son lugares de participación 
política, y que siempre primará 
el cumplimiento de las sancio-
nes. "Frente al derecho de par-
ticipación en política, se insiste, 
este excede la dimensión del dere-
cho a elegir y ser elegido. Lo ante-
rior, por cuanto la Constitución y 
el Acuerdo Final reconocen múl-
tiples espacios de participación, 
como la incidencia en la formula-
ción de políticas públicas, la parti-
cipación en mesas de concertación 
territorial y el ejercicio de lideraz-
gos sociales y comunitarios", reza 
el documento. Y agrega: "En con-
secuencia, los comparecientes 
podrán ejercer su derecho polí-
tico en diversas formas, siempre 
bajo los límites propios de la justi-
cia transicional". 

Sin embargo, son justo esos 
"límites propios" los que parecen 
no estar muy bien delineados en 
la sentencia de la JEP. Por ahora, 
solo resta que los exjefes guerri-

. lleros, que ya fueron notificados 
de la decisión se acerquen a la JEP 
y demuestren su voluntad de cum-
plir con la sanción. Se espera que 
en unos ocho días el fallo quede 
en firme, en caso de que no se 
interpongan apelaciones. Mien-
tras tanto, este 18 de septiembre 
se conocerá la sentencia sobre fal-
sos positivos en el Caribe cometi-
dos por exmilitares. Una decisión 
que, en todo caso, también plan-
teará nuevas reacciones y más 
preguntas. 


